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León, Guanajuato, a 1 uno de abril del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . 
V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 166/2012-JN, promovido por el ciudadano Guillermo Canales López, quien se ostenta como Representante Legal de la persona moral denominada “Promotora Ambiental”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

Expediente número 166/2012-JN

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación, a la poderdante del actor, del acto impugnado; lo que fue el día 21 veintiuno de marzo del 2012 dos mil doce, sin que de constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado consistente en el acuerdo administrativo de fecha 16 dieciséis de marzo del año 2012 dos mil doce, dictado dentro del trámite del recurso de inconformidad con número de expediente DGMAS/01/2012-RI; se encuentra debidamente acreditada y documentada en autos, con su original que obra en el secreto de este juzgado (visible, en copia certificada, a fojas 64 sesenta y cuatro y 65 sesenta y cinco); documental que admitida a la parte actora como prueba de su intención, merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público emitido por un servidor público en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.-  Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurren las partes en el presente proceso. . . . . . . . . . .  

El ciudadano Guillermo Canales López, promovió el presente proceso administrativo, con el carácter de Representante Legal de la persona moral denominada “Promotora Ambiental”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable; lo que acredita con las documentales siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- La Escritura Pública número 11,499 once mil cuatrocientos noventa y nueve, de fecha 28 veintiocho de marzo del año 2001 dos mil uno; tirada ante la fe del Licenciado Ramiro A. Bravo Rivera, titular de la Notaría Pública número 18 dieciocho, en ejercicio en la ciudad de Monterrey Nuevo León; en la cual se hizo constar el acta de la Asamblea General Ordinaria de accionistas de la sociedad Mercantil denominada “Promotora Ambiental” Sociedad Anónima de Capital Variable, realizada el día 15 quince de febrero de ese año, en la que en el Quinto Punto del Orden del Día, en su Acuerdo Tercero, se otorga un Poder General para pleitos y cobranzas y para Administración Laboral al Licenciado Guillermo Canales López, con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial, de conformidad con lo establecido en el inciso a) del referido Acuerdo Tercero; de la antedicha escritura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La que al constar en copia certificada por el Licenciado César Alberto Villanueva García, Notario Público número 23 veintitrés del Primer Distrito, de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, (visible en autos a fojas 13 trece a 17 diecisiete), de acuerdo al artículo 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace fe de la existencia de la Escritura original, por lo que merece pleno valor probatorio al tratarse de un documento público de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . 

b). La Escritura Pública número 13,549 trece mil quinientos cuarenta y nueve, de fecha 10 diez de julio del año 2006 dos mil seis; tirada ante la fe del Licenciado Ramiro A. Bravo Rivera, titular de la Notaría Pública número 18 dieciocho, en ejercicio en la ciudad de Monterrey Nuevo León; en la cual se hizo constar la Protocolización del acta de la Asamblea General Extraordinaria de accionistas de la sociedad Mercantil denominada “Promotora Ambiental” Sociedad Anónima de Capital Variable, realizada el día 28 veintiocho de abril de ese año, en la que en el Primer Punto del Orden del Día, en su Acuerdo Primero, se resolvió modificar totalmente los estatutos sociales de la sociedad, para adecuarlos a la Ley del Mercado de Valores; por lo que en su Estatuto Primero,  se cambió su denominación a: “Promotora Ambiental”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Certificación que realizada por el Licenciado César Alberto Villanueva García, Notario Público número 23 veintitrés del Primer Distrito, de la ciudad de Monterrey, Nuevo León, (visible en autos a fojas 18 dieciocho a 50 cincuenta), de acuerdo al artículo 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace fe de la existencia de la Escritura original, por lo que merece pleno valor probatorio al tratarse de un documento público de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documentales que, adminiculadas entre sí, resultan suficientes para acreditar que el ciudadano Licenciado Guillermo Canales López, tiene plenas facultades para comparecer y actuar en el presente proceso en representación de la Sociedad Mercantil denominada “Promotora Ambiental”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Así las cosas, en el presente caso la autoridad enjuiciada, hizo valer la causal de improcedencia que se prevé en la fracción I del artículo 261 del citado Código, al considerar que no se afectan los intereses jurídicos del actor, ya que el acuerdo administrativo de fecha 16 dieciséis de marzo del 2012 dos mil doce, dictado dentro del recurso de inconformidad con número de expediente DGMAS/01/2012-RI, es un acto que forma parte del expediente administrativo número VO/160/2011 y, en sí mismo, no le causa ningún agravio. . . . . . . . . . . . .
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No se actualiza la causal de improcedencia que se hace valer, toda vez que si bien es cierto lo que señala la autoridad demandada, en el sentido de que el acto que se impugna -el no otorgamiento de la suspensión-, mismo que se encuentra contenido en el acuerdo de fecha 16 dieciséis de marzo del año próximo pasado, forma parte de un expediente de un proceso administrativo que aún no se resuelve, -o al menos no se acredita en ese sentido-, también lo es que no resulta acertada la afirmación de que no se causa ningún agravio; pues  lo cierto es que el no otorgamiento de la suspensión en el tramite del recurso de inconformidad número de expediente DGMAS/01/2012-RI, sí causa afectación al interés jurídico del actor, dado que debido a eso, se le podrá exigir el pago de la multa en cuestión y establecer diversas medidas ordenadas, las que sin duda incidirán en la esfera jurídica de la persona moral de referencia; de ahí que no se actualice la causal de improcedencia que se plantea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Por otra parte, la autoridad demandada también refiere que de lo establecido en los artículos 2 de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 248 del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa aplicable, se desprende una causal de improcedencia, de acuerdo a lo señalado en la fracción VII del artículo 261 del Código de la materia, señalando por una parte, que no se trata de un acto administrativo, y por otra que, contra la resolución dictada en el recurso, procede la impugnación ante la autoridad jurisdiccional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo señalado por la autoridad demandada, no se configura causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; pues por un lado, de los preceptos señalados, no se advierte actualización de alguna causal de improcedencia; y por el otro, si lo que quiso referir fue que la actora debía esperar a que se resolviera el recurso, para interponer el proceso; carece de razón la autoridad, pues no se advierte disposición alguna en ese sentido en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . 


Así como tampoco tiene razón la autoridad demandada, al señalar que no existe el acto impugnado; pues de acuerdo a lo señalado en el Tercer Considerando de la presente sentencia, el acto impugnado sí existe y se encuentra debidamente probada su existencia en los términos ya señalados. . . . 
Así pues, en la especie, al no actualizarse las causales planteadas por la autoridad demandada, ni planteó ninguna otra causal de improcedencia o de sobreseimiento, en tanto que de oficio, este juzgador no advierte la actualización de ninguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto del acto administrativo combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto en el escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la persona moral denominada “Promotora Ambiental”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable, promovió ante el Director General de Medio Ambiente Sustentable, el recurso de inconformidad, en contra de la resolución emitida el 23 veintitrés de enero del 2012 dos mil doce, dentro del procedimiento administrativo, expediente VO/163/2011, registrándose dicho recurso bajo el número DGMAS/01/2012-RI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el recurso antes citado, el Director General de Medio Ambiente Sustentable, con fecha 16 dieciséis de marzo del año próximo pasado, dictó acuerdo admitiendo el recurso pero negando la suspensión solicitada por el Apoderado de la persona moral, en relación a la multa impuesta y las medidas correctivas ordenadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


Negativa a otorgar la suspensión que la parte actora estima ilegal, pues no se encuentra fundada ni motivada; al no haber correlación entre que las leyes y reglamentos ambientales son de orden público, y el presunto riesgo que sería el otorgar dicha medida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


A lo expresado por la justiciable, la demandada argumentó en lo general que es legal el acuerdo impugnado, y que de otorgarse la suspensión, se causaría un evidente perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del acuerdo impugnado en la parte que niega el otorgamiento de la suspensión solicitada por la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  
SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio del único concepto de impugnación expresado por la parte actora en su escrito de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación que hace valer el enjuiciante, contenido en su escrito de demanda (palpable a foja 5 cinco), argumentó que el acuerdo de fecha 16 dieciséis de marzo del año próximo pasado, respecto al acto impugnado consistente en la negativa a otorgar la suspensión solicitada, que la misma es ilegal, manifestando lo siguiente: “...el mismo no se encuentra debidamente fundado ni motivado.”, señalando a su vez que sí cumplió con los requerimientos que para el otorgamiento de la suspensión se establecen en el artículo 234 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que consideraba que debió concederse la suspensión solicitada; arguyendo, respecto 
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del no otorgamiento sobre la ejecución de la multa: “La doctrina ha conceptualizado a las multas desde diversos enfoques, tales como el represivo... o el indemnizatorio; sin embargo no se da ninguno de dichos supuestos  en la especie, ya que el asunto se encuentra sub-iudice, amén de que, en el procedimiento administrativo originador del presente, no se demostró de forma alguna  que mi representada estuviera ocasionando perjuicio al interés social”, agregando más adelante: “Tampoco en legislación alguna se contempla que la ejecución de una multa se considere como de orden público; es decir, la autoridad motiva de manera por demás deficiente la negativa de la suspensión...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En tanto que la negativa a otorgar la suspensión respecto de las medidas correctivas,  señaló (foja 8 ocho): . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Es también ilegal la negativa de nuestra contraparte a conceder la suspensión respecto a las medidas correctivas ya que su aplicación está basada en meros supuestos de afectación ya que nunca se demostró que existiera hecho u omisión alguna imputable a mi representada que causara daños al medio ambiente o a la sociedad”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte, la autoridad demandada, en su escrito de contestación a la demanda, en relación a lo expresado por la parte actora, sólo refirió que resulta ineficaz e inoperante lo argumentado porque su actuar se encuentra debidamente fundado y motivado; y que de haber otorgado la suspensión se habrían causado perjuicios al interés social y contravenido disposiciones de orden público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizado lo expresado por las partes, así como el acto impugnado, concretamente la negativa a otorgar la suspensión en el recurso número de expediente DGMAS/01/2012-RI, este Juzgador considera que por una parte es fundado el concepto de impugnación que se examina, en cuanto a la negativa a otorgar la suspensión de la sanción consistente en multa; y por el otro lado es infundado, respecto a la negativa a conceder la suspensión de las medidas correctivas impuestas, en base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, es fundado tal concepto de impugnación, toda vez que la negativa a conceder la suspensión de la multa impuesta es ilegal, ya que como bien lo señaló la parte actora en su escrito de demanda, la autoridad demandada no acreditó ni sustentó de manera alguna, el hecho de que el otorgamiento de la suspensión en contra de la multa, causara perjuicio al interés social, o contraviniera disposiciones de orden público, como lo afirmó en el acuerdo impugnado; por lo que al no hacerlo así, resulta cierta la aseveración formulada por la parte actora de que se encuentra indebidamente fundada y motivada tal determinación, porque no justifica el porqué de otorgarse la suspensión en contra de la multa, acarrearía esas consecuencias a las que alude. 

Esto es, debido a que por la propia naturaleza jurídica de la multa impuesta, en caso de confirmarse la resolución impugnada en el recurso de inconformidad tramitado ante la propia autoridad administrativa demandada, la multa podría ejecutarse sin problema alguno; de ahí que este Juzgador considere que no existía impedimento para que en el acuerdo señalado, se hubiere concedido la suspensión en contra de la ejecución de la multa, pues no se aprecia de que manera el postergar su ejecución fuera en contra del interés social y de disposiciones de orden público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, la autoridad demandada estaba obligada a diferenciar el otorgamiento de la suspensión respecto de cada uno de los actos respecto de los que se solicitó; esto es, tanto de la multa, como de las medidas correctivas; y no englobarlo en un solo concepto como un todo; pues al haberse hecho de esta manera, dejó de señalar porqué razón el conceder la suspensión en contra de la multa contravendría lo señalado en la fracción III del artículo 234 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo que no se hizo y en ese sentido es fundado el acto impugnado. . . 

Ahora bien, en un segundo término, dicho concepto de impugnación respecto al no otorgamiento de la suspensión de las medidas correctivas impuestas en la resolución de fecha 23 veintitrés de enero del 2012 dos mil doce, dentro del expediente administrativo número VO/163/2011; resulta infundado, ya que la autoridad demandada tiene razón al sostener que de conceder la suspensión en contra de las medidas correctivas impuestas en dicha resolución, sí se afectaría el interés social, toda vez que como se relaciona en el acuerdo de fecha 16 dieciséis de marzo del año pasado, las medidas correctivas que se impusieron en su momento, tienen relación estrecha con el servicio público de limpia, en su modalidad de aprovechamiento y disposición final de los residuos sólidos, por lo que impedir o evitar -mediante la suspensión-  cualquier medida correctiva que haya considerado pertinente la autoridad reguladora, en cuanto a la prestación de dicho servicio público concesionado, sin duda alguna, redundaría en un impacto al medio ambiente y por ende a la sociedad, lo que podría causar problemas de salud en las personas mas vulnerables a las situaciones creadas por la falta de cumplimiento a las medidas correctivas impuestas; por lo que por ello es infundado el concepto de impugnación señalado en cuanto a las medidas correctivas, lo que sí fundó y motivó la autoridad demandada en el acuerdo de referencia; al señalar que de concederse la suspensión implicaría contravenir disposiciones de orden público como lo son la Ley para la Protección y preservación del ambiente del Estado de Guanajuato, y el Reglamento Municipal para el Control de la calidad ambiental en León, Guanajuato; así como se causaría un evidente perjuicio al interés social, en los términos señalados y, que es un hecho notorio que la contaminación ambiental puede ocasionar graves daños al bienestar y salud de las personas, así como a la flora y fauna expuesta a la falta de implementación de las medidas necesarias para prevenir daños al ambiente. Asimismo, señaló textualmente en el mismo acuerdo impugnado: (foja 64 sesenta y cuatro del expediente del presente proceso). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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“En ese mismo orden de ideas, las medidas correctivas dictadas en la resolución administrativa de fecha 23 de enero de 2012, que obra en el expediente VO/163/2011, tienen por objeto evitar un posible derrame de lixiviados al suelo y su infiltración al subsuelo, por lo que están encaminadas a que la empresa... realice acciones urgentes, para evitar daños al medio ambiente, a los ecosistemas de la zona, así como riesgos a la salud de la población, lo que evidencia el interés ambiental y social de las medidas ordenadas... por lo que de conceder la suspensión, implicaría dejar si materia el procedimiento... lo que traería como consecuencia que la referida empresa, dejara de realizar las obras necesarias para corregir las irregularidades encontradas en las visitas al centro de tratamiento de residuos, provocando con ello derrames e infiltración de lixiviados, al suelo...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por lo que para este Juzgador resulta, como ya se dijo, infundado el argumento expuesto por la parte actora en contra de la negativa al otorgamiento de la suspensión respecto de las medidas correctivas ordenadas en la resolución emitida el 23 veintitrés de enero del 2012 dos mil doce. . . . . . . . 
Así las cosas, al resultar fundado por una parte, el concepto de impugnación hecho valer en contra de la negativa a conceder la suspensión de la resolución impugnada respecto de la multa impuesta en la diversa resolución emitida el 23 veintitrés de enero del 2012 dos mil doce; y por otra parte, infundado dicho concepto de impugnación, en cuanto a la negativa a conceder la suspensión solicitada en relación a las medidas ordenadas en la señalada resolución; con fundamento en la fracción III del artículo 300, y en la fracción II del artículo 302, ambos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se decreta la nulidad del acuerdo emitido el 16 dieciséis de marzo del año próximo pasado, dentro del Recurso de Inconformidad, expediente número DGMAS/01/2012-RI, para el solo efecto de que el Director General de Medio Ambiente Sustentable, lo modifique, única y exclusivamente, a fin de conceder la suspensión solicitada por la parte actora, respecto de la multa impuesta dentro del procedimiento administrativo VO/163/2011. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia  emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que establece: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción III; y, 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal es competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por el justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad del acuerdo emitido el 16 dieciséis de marzo del 2012 dos mil doce, en el Recurso de Inconformidad, expediente DGMAS/01/2012-RI, para el solo efecto de que el Director General de Medio Ambiente Sustentable, lo modifique a fin de conceder la suspensión solicitada por la parte actora,  única y exclusivamente, respecto de la multa impuesta en la resolución emitida en el procedimiento administrativo número VO/163/2011. . . 
Lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. Lo anterior, de acuerdo a los términos y a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

